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RESUMEN	 En este trabajo, se analiza el régimen de asilo con objeto de discernir si la vul-
nerabilidad está prevista y, en su caso, qué significado le ha dado el legislador 
europeo y español. Para centrar la discusión, se recurrirá a la evolución nor-
mativa en relación con las demandas de asilo por razones de género, ámbito 
en el que se han producido ciertos cambios que, si bien se han consolidado 
en el procedimiento de calificación, no han tenido lugar de la misma forma 
respecto de la acogida. Sin embargo, es en esta fase de recepción donde 
se ha definido de forma clara la vulnerabilidad, entendiéndola que supone 
reconocer necesidades específicas de acogida.
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ABSTRACT	 This paper analyzes the asylum regime to discern whether vulnerability is 
considered and, if so, what meaning European and Spanish legislators have 
given it. To focus the discussion, we will examine at the regulatory framework 
in relation to gender-based asylum claims, an area in which certain changes 
have taken place. Although these changes have occurred in the qualifica-
tion procedure, they have not taken place in the same way regarding the 
reception. However, it is in this last phase when vulnerability has been clearly 
defined, understanding that vulnerability means the recognition of specific 
reception needs.

	 Keywords: vulnerability, asylum, gender, reception.
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1.	I ntroducción 

La movilidad humana es una realidad compleja que presenta una 
tipología inabarcable de experiencias. Desde los tiempos en los que se soli-
citaba protección en sitio sagrado hasta quienes emprenden un proyecto 
para asegurar sus condiciones de vida en términos laborales, de seguridad 
y políticos, estas realidades han provocado la evolución del ordenamiento 
jurídico, aunque no siempre con objeto de dar respuesta a las complejida-
des de dichas situaciones ni las necesidades de quienes se desplazan. Como 
señala de Lucas, si nos fijamos en la evolución histórica del derecho de 
asilo, no puede afirmarse que la regulación sea adecuada a la complejidad 
de este fenómeno, ni a la diversidad de experiencias (de Lucas, 2004, p. 19). 
En este contexto, las políticas que regulan el fenómeno migratorio compar-
ten como presupuesto la posibilidad de una distinción clara entre quienes 
migran por voluntad y quienes lo hacen forzosamente (Castles, 1993a, 
p. 52) 1, sustentando así una clasificación inestable de categorías simples con 
débiles límites distintivos (pese a su complejidad), y, entre ellas, se incluyen 
a los solicitantes de asilo y refugio (de Lucas, 1994; Castles, 1993b, p. 18). 

De hecho, todo parece indicar que en la actualidad son muchos los 
desplazamientos que se deben a movilidades que no se corresponden con 
las previsiones conceptuales, al menos por cuanto tiene que ver con las 
características de la protección 2. Esta disonancia entre la normativa y las cir-

1.	 Se ha tratado de establecer criterios para distinguir la “verdadera y falsa inmigración” (De 
Lucas, 2004, 21). La utilización, por parte de los poderes públicos de los términos referidos, 
pretende legitimar políticas fuertemente basadas en la restricción del acceso a sus territorios. 
En consonancia, cabe añadir, con los presupuestos que subyacen a las políticas migratorias 
relativas a la residencia en los países de destino. Recuerdo que las políticas migratorias 
arbitran ambos supuestos: el acceso a territorio y las condiciones (y derechos y deberes) de 
la permanencia en territorio. Además, en ocasiones pueden ser diversas las causas por las 
que una persona huye de su país de origen, dando lugar a lo que el ACNUR ha llamado 
desplazamientos basados en “motivaciones mixtas” (ACNUR, 2007, p. 9). En este supuesto 
puede concurrir una combinación de razones que lleven a una huida simultáneamente 
forzada y voluntaria, invalidando la posibilidad de distinción, al menos para estos casos.

2.	 Así puede consultarse en la página oficial del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para las personas Refugiadas, y en sus estadística e informes. Según se aprecia en las 
estadísticas generales, de un total de 123,2 millones de desplazados, poco más de 72 
millones de personas son desplazadas internas, frente a unos 8,352 millones de persones 
solicitantes de asilo. Además, y este es un dato reiterado, la mayoría de personas refugiadas 
o que buscan protección (un 67% de las cifras totales, y especialmente de la categoría 
personas en situación semejante a los refugiados y/o bajo la protección del ACNUR) llegan 
a países vecinos, lo que desmiente la creencia que la mayoría de flujos migratorios llegan a 
territorio europeo y/u occidental. Disponible en https://www.unhcr.org/figures-at-a-glance.
html (última fecha de consulta el 8 de julio de 2025).

https://www.unhcr.org/figures-at-a-glance.html
https://www.unhcr.org/figures-at-a-glance.html
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cunstancias actuales no ha tenido en ningún caso como efecto la extensión 
de la protección del estatuto de refugiado fortaleciendo así el sentido de esta 
protección. Contrariamente, y con mayor intensidad en los últimos años, 
lo que se ha producido ha sido una intromisión de las políticas migratorias 
en el ámbito del asilo/refugio (Solanes, 2025; Castles, 1993b, p. 19). 

La realidad se empeña en mostrar que el régimen de asilo es frágil, 
sobre todo viendo la insistencia en separar entre movilidades humanas y el 
contenido de algunas iniciativas políticas (aunque también jurídicas) que 
rebajan el contenido de algunas obligaciones internacionales asumidas con 
la ratificación de la Convención de Ginebra. En los últimos años, y muy 
especialmente con el giro de algunos gobiernos a posiciones ideológicas 
y políticas de extrema derecha se consolida el giro restrictivo que afecta 
gravemente el asilo. El ejemplo más reciente y claro lo encontramos en la 
reciente Orden Ejecutiva de alineamiento de las políticas de asilo y refugio 
del gobierno de Estados Unidos con la llegada del presidente Trump en 
su segundo mandato, con fecha de 20 de enero de 2025 3. Su objetivo es la 
regulación de los flujos migratorios y de los desplazamientos de solicitantes 
de asilo, y parte de unas premisas que ponen de manifiesto una visión sim-
plista y maniquea de los flujos y las realidades migratorias. En este sentido, 
las ideas en las que se sustenta son la imposibilidad de gestión de los flujos 
migratorios 4; la supeditación de estas políticas migratorias a la seguridad 
pública y nacional; la admisibilidad de los refugiados “integrables” en la 
sociedad norteamericana; así como la posibilidad de intervención de los 
estados; y las entidades locales en los procesos de determinación del estatuto 
de refugiado. Ideas que en el régimen europeo ya resuenan. 

A consecuencia de todo ello, se dispone la suspensión de los procedi-
mientos de asilo desde el 27 de enero del 2025, la suspensión de las decisio-
nes pendientes, la implicación de las jurisdicciones locales y estatales en los 
procesos de determinación del estatuto, la evaluación de las mismas políti-
cas de asilo y su posible adecuación a los intereses de los Estados Unidos, y 
la revocación expresa de una orden ejecutiva anterior relativa a programas 

3.	 The White House: Realigning the United States Refugee Admissions Program, 20 de enero 
de 2025: https://www.whitehouse.gov/presidential-actions/2025/01/realigning-the-united-
states-refugee-admissions-program/ (último acceso 8 de julio)

4.	 Solo en la Section 1 se habla de “the United States has been inundated with record levels 
of migration” / “the burden of new arrivals” / “some jurisdictions have even recently 
declared states of emergency because of increased migration” / y el propio statement del 
segundo párrafo de esta misma section: “the United States lacks the ability to absorb large 
numbers of migrants, and in particular, refugees, into its communities in a manner that 
does not compromise the availability of resources for Americans, that protects their safety 
and security, and that ensures the appropriate assimilation of refugees”.

https://www.whitehouse.gov/presidential-actions/2025/01/realigning-the-united-states-refugee-admissions-program/
https://www.whitehouse.gov/presidential-actions/2025/01/realigning-the-united-states-refugee-admissions-program/
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de reasentamiento y evaluación del impacto del cambio climático en las 
migraciones. El resultado de esta orden, además del efecto de consolidación 
de una determinada opinión o mirada política sobre los flujos migratorios, 
ha sido su paralización por parte de un juzgado de Seattle 5. 

El posicionamiento de la administración Trump ante el derecho de 
asilo, según se ha expuesto hasta ahora, tiene que ver con la gestión de los 
flujos migratorios y las cuestiones procedimentales. Es cierto que no hay 
un cuestionamiento del marco conceptual o los elementos que justifican la 
protección internacional, pero con las medidas dispuestas sí se acaba sobre-
poniendo los intereses individuales estatales a los derechos de las personas 
solicitantes de asilo o refugio. Dicho de otro modo, se revierte el sentido 
inicial del asilo, pues se cuestiona y se supedita a los intereses estatales sin 
necesidad de alterar el contenido. Esto es especialmente relevante no solo 
por lo que puede suponer para los procedimientos jurídico-administrativos 
nacionales encargados de decidir sobre la determinación del estatuto, sino 
también, y probablemente con mayor motivo, en relación con los sistemas 
de acogida. La criminalización de los migrantes por parte de esta misma 
administración incluye a los solicitantes de asilo, pues prevalece el discurso 
del uso fraudulento de esta figura. 

En este artículo, evalúo la dirección a la que parece apuntar el régimen 
de asilo español tras los últimos cambios normativos en el régimen euro-
peo de asilo, denominado Sistema Europeo Común de Asilo (SECA), y la 
aprobación de los reglamentos de extranjería y de acogida. Para examinar 
su contenido, y sustentar que esta fragilización afecta especialmente a deter-
minados solicitantes de asilo, basaré mi análisis en el uso del concepto de 
vulnerabilidad en las leyes de asilo. Y lo haré por dos razones: primero, por-
que las normas de acogida siempre lo han incluido sin que haya generado 
mayor conflicto, aparentemente ni interpretativo ni justificativo; segundo, 
porque una de las razones que se han entendido susceptibles siempre de 
crear situaciones de vulnerabilidad ha sido el género, y también la orien-
tación sexual, identidad y expresión de género. Creo que es importante 
discernir si la aceptación que tiene la idea de vulnerabilidad en general (de 
Asís, 2024), se puede predicar respecto del régimen de asilo o si no es así. 

A mayor abundamiento, ha sido en este ámbito, el de las demandas de 
protección internacional por razón de género, orientación sexual e identi-
dad y expresión de género, donde se han producido cambios en los marcos 

5.	 US judge blocks Trump’s suspension of refugee resettlement program, en The Guardian, 
25 de febrero de 2025, https://www.theguardian.com/us-news/2025/feb/25/trump-refugee-
resettlement-program (última visita 8 de julio de 2025).

https://www.theguardian.com/us-news/2025/feb/25/trump-refugee-resettlement-program
https://www.theguardian.com/us-news/2025/feb/25/trump-refugee-resettlement-program
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normativos nacionales de asilo. En ocasiones, ha supuesto la modificación 
del concepto o de los elementos requeridos para el reconocimiento del 
estatuto, por lo que se puede pensar que el legislador los considera motivos 
de especial protección. Por todo ello, creo que es oportuno examinar las 
razones de estos cambios, así como su reiteración en las normas de acogida, 
lo que debería permitir comprobar si es así y, de serlo, si se ven afectados o 
no por la lógica restrictiva en este ámbito. Con mayor motivo, cuando la 
vulnerabilidad parece ser un concepto en construcción pero que se conso-
lida en distintos ordenamientos y ámbitos (Añón Roig, 2013). 

De hecho, aquí acogemos un concepto de vulnerabilidad vinculado a la 
percepción que se tiene de la situación de determinados colectivos que los 
hace más proclives a enfrentar situaciones de (subor)discriminaciones y/u 
opresión social. En definitiva, se trata de un estadio previo a la discrimina-
ción (donde existe un daño) que se vincula a un determinado contexto social 
y político que produce dicha situación (entre otros, Añón Roig, 2013; Barrère, 
2016; Pozzolo, 2019; de Asís, 2024…). Esto significa que la pertenencia a dicho 
colectivo, o compartir el rasgo que genera la vulnerabilidad, puede situar a la 
persona en dicha situación (Pozzolo, 2019), pero dependerá de otros factores. 
El carácter grupal de la situación de vulnerabilidad reitera el carácter estruc-
tural y mutable, ya que esta situación puede cambiar en cualquier momento, 
al depender, reitero, de un determinado contexto (Añón Roig, 2013).

2.	E l debilitamiento del régimen de asilo 

Probablemente, el mayor impedimento a una evolución del derecho 
de asilo que ampliase la protección a otros motivos o realidades ha sido 
la vaguedad y rigidez conceptual del marco de referencia (de Lucas, 1994; 
Fitzpatrick, 1996, pp. 239 y 240). De hecho, cuesta entender que las situa-
ciones de vulneraciones generalizadas de derechos humanos, conflictos 
armados y de inestabilidad social, o de restricciones en el acceso a los 
recursos se han interpretado como supuestos que quedan fuera del ámbito 
de protección del derecho de asilo, por su no estricta adecuación al marco 
convencional (de Lucas, 2015). Si bien es cierto que el carácter individual 
de la persecución es un elemento esencial de dicho marco, llama la atención 
que el ACNUR haya tenido que ampliar su cobertura o ámbito de acción 
a supuestos muy similares a los del refugio denominándolos “personas en 
condición similar a la de refugiado 6”. 

6.	 En la versión inglesa del portal web oficial del ACNUR con acceso a los datos, define 
esta expresión como “which is descriptive in nature and includes groups of people who 
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En cualquier caso, el concepto de refugiado tiene carácter normativo. 
Es decir, su significado viene determinado casi de forma exclusiva por la 
definición del marco normativo, en particular de la Convención de Gine-
bra y el Protocolo de Nueva York de 1967, y parece que nunca ha habido 
voluntad política de modificarlo. El carácter normativo del derecho de asilo 
dificulta que se tomen en consideración otros elementos, fuera de la propia 
legislación, que permita extender su aplicación y, por tanto, entender como 
experiencias de asilo un mayor tipo de huidas (de Lucas, 2004 y 2015). A 
nivel internacional, de hecho, se ha interpretado cada uno de los elementos 
del marco sólo en forma de recomendaciones, directrices y guías interpreta-
tivas del contenido de la Convención, sin que exista un cambio sustantivo, 
ni con efectos vinculantes. 

En este escenario, la insistencia en la posibilidad de distinguir entre 
situaciones que merecen protección internacional y otras que no, ha 
supuesto que estas últimas se arbitren en sede de extranjería. A mitad de los 
años noventa del siglo pasado, comienza un cambio en la tendencia regu-
latoria habida entonces (de Lucas, 1994; Joly, 1999). Si con anterioridad, 
las políticas de asilo tendían a la integración de los asilados, con el cambio 
de tendencia se ha virado a la temporalidad y la restricción del contenido 
de la protección, dificultando las vías de acceso regulares y modificando el 
estatuto jurídico de las personas migrantes con un trasfondo político ale-
jado del paradigma de los derechos (de Lucas, 2004; Solanes, 2003 y 2025). 
Esto ha servido para que los Estados hayan enfatizado esta distinción en 
términos de veracidad/falsedad, y justificando así las medidas y políticas 
que permitan garantizar la identificación de los “verdaderos refugiados”. 

En este sentido, es posible afirmar la afectación de este régimen a con-
secuencia del tendencial endurecimiento de las políticas migratorias (Sola-
nes, 2025): bien por la restricción (in)mediata del acceso a territorio, bien 
mediante el discurso de la seguridad y el control de los desplazamientos 
con el propósito de parar la entrada de la llamada migración económica (de 
Lucas, 2015). A consecuencia de todo ello, y con objeto de institucionalizar 
un control absoluto de los flujos, los refugiados se han convertido en un 
problema para los Estados en Europa (de Lucas, 2015), sin olvidar que estas 
otras barreras se suman a las que derivan de una situación de persecución 

are outside their country or territory of origin and who face protection risks similar to 
those of refugees, but for whom refugee status has, for practical or other reasons, not been 
ascertained”. Esta misma definición es la que suele contemplarse en los informes y datos 
estadísticos de la Agencia. Refugee Data Finder https://www.unhcr.org/refugee-statistics/
methodology/definition (última consulta 9 de julio de 2025). 

https://www.unhcr.org/refugee-statistics/methodology/definition
https://www.unhcr.org/refugee-statistics/methodology/definition
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en su país de origen o residencia, agravando las posibilidades de huida a 
terceros países. 

3.	E l asilo por razones de género

3.1.  La justificación de un cambio necesario

De acuerdo con los datos del ACNUR, las mujeres han representado 
más del 50% de la población refugiada mundial de los campos bajo man-
dato del ACNUR hasta recientemente. En los últimos años, las cifras han 
tendido a equipararse en todas las figuras de protección, salvo la de deman-
dantes de asilo individuales, en la que los hombres siguen teniendo un 
porcentaje más alto (hasta el 59%), y en las de desplazadas internas donde 
suele haber un porcentaje más alto de mujeres 7. 

Si bien en la mayoría de ocasiones, la protección se sigue dando por 
alguno/s de los motivos convencionales, desde finales del siglo xx se ha 
producido la denominada “feminización” del asilo y de las experiencias 
persecutorias, aunque no ha supuesto un cambio a nivel normativo. Con 
dicho término se alude a experiencias de persecución en las que el género es 
el motivo o guarda relación con el acto de persecución (Roberts, 2002, pp. 
191 y 194) y los efectos que ha tenido han sido escasos. En primer lugar, la 
ausencia del género de entre los motivos convencionales ha tenido como 
efecto más inmediato que se haya recurrido a la categoría de “pertenencia 
a un determinado grupo social” (Musalo, 2010), aunque no de forma pací-
fica. Esta interpretación exige un mayor nivel de prueba, pues el género ha 
sido rechazado frecuentemente como criterio suficiente para conformar 
un grupo, requiriendo una mayor concreción o especificidad del colectivo 
(Musalo, 2003). Por eso ante los primeros casos de violencia basada en el 
género, el hecho de confrontar esta violencia fue el criterio de identifica-
ción del grupo. Es decir, el género era el motivo, y al mismo tiempo la 
persecución, lo que fue rechazado de facto en la mayoría de ordenamientos 
porque no se constataba de forma adecuada cada uno de los elementos por 
separado (Kelly, 2001). En segundo lugar, la introducción del género como 
categoría se ha reconducido a la protección subsidiaria (o secundaria), carac-

7.	 Pueden consultarse las estadísticas oficiales sobre la población refugiada y demás aspectos 
en los informes anuales emitidos por el ACNUR o sus bases de datos. En particular, en el 
Refugee Data Finder pueden comprobarse los datos figuras. Refugee Data Finder (en línea) 
https://www.unhcr.org/refugee-statistics/data-summaries (última consulta 11 de julio de 
2025). 

https://www.unhcr.org/refugee-statistics/data-summaries
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terizada por tener carácter excepcional y/o menor contenido que el asilo. 
A mi parecer, esto se dio a causa de la falta de concreción y rigor por parte 
de los operadores en el recurso al género. Además, su incorporación como 
dimensión relevante del asilo se efectúa sólo en algunos ordenamientos 
nacionales, frecuentemente a través de la adopción de guías o directrices 
interpretativas no vinculantes, entre ellas las del ACNUR. 

Comienza así un giro en el tratamiento jurídico de las demandas de 
asilo fundadas en el género mediante una interpretación extensiva de los 
elementos del marco. Esta (re)interpretación, no obstante, no ha modificado 
ni los caracteres, ni los presupuestos del régimen. Ha significado, puede 
decirse, un intento de adaptar cada uno de los elementos para tutelar reali-
dades y experiencias de persecución inicialmente excluidas (Oxford, 2005 y 
Spijkerboer, 2000) en todas las fases del desplazamiento: desde la salida del 
país de origen, durante la movilidad transfronteriza, hasta la entrada en el 
país donde se solicita asilo por primera vez (Boyd, 2006). A consecuencia 
de ello, puede afirmarse un cierto consenso en la consideración del género 
como criterio que puede singularizar los actos de persecución o incidir en la 
huida y, por tanto, también en la demanda de protección (Pendo Berkowitz, 
2006). Sin embargo, en estos momentos, todavía no aparece como elemento 
configurador en la acogida, probablemente por la separación entre fases, al 
menos de la misma forma que lo estaba siendo respecto de las cuestiones 
procedimentales de la determinación del estatuto. 

3.2. � La incorporación del género en los regímenes de asilo europeo y español

Respecto del régimen europeo, cabe destacar la consolidación del Sis-
tema Europeo Común de Asilo (conocido por su acrónimo, SECA) en los 
últimos años. En él, se establecen las directrices para el desarrollo de una 
política común en materia de asilo e inmigración en un espacio de liber-
tad, seguridad y justicia en la Unión Europea que se crea con el Tratado 
de Ámsterdam cuando el asilo pasa a ser un asunto de “cooperación refor-
zada”. El SECA se materializa con la aprobación de los textos que confor-
man la normativa de asilo, que contiene los criterios para la determinación 
del Estado responsable de examinar la solicitud de asilo, una definición 
común de los elementos y las normas que constituyen el contenido mínimo 
del régimen europeo de asilo 8. 

8.	 Me refiero respectivamente al Reglamento (UE) 604/2013 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 26 de junio de 2013, por el que se establecen los criterios y mecanismos de 
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En este marco, la Directiva 2011/95/UE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 13 de diciembre de 2011, por la que se establecen normas rela-
tivas a los requisitos para el reconocimiento de nacionales de terceros países 
o apátridas como beneficiarios de protección internacional, a un estatuto 
uniforme para los refugiados o para las personas con derecho a protección 
subsidiaria y al contenido de la protección concedida (en sustitución de la 
Directiva 2004/83/CE) resume las contribuciones más relevantes en este 
proceso de convergencia normativa. La Directiva define por primera vez 
los conceptos propios del régimen de asilo en sede europea, y entre ellos 
sus elementos clave. En relación con el acto de persecución (artículo 9), 
es sumamente relevante que se haya incluido la discriminación. Según 
esta, se consideran actos persecutorios las medidas de todo tipo que sean 
discriminatorias, o las que no lo sean, pero produzcan discriminación de 
forma indirecta, siempre que procedan de instancias públicas. Asimismo, se 
mencionan de forma expresa los actos persecutorios basados en el género, 
afirmando su categorización y la gravedad del fenómeno violento.

De igual modo, se incluyen entre los posibles agentes de persecución 
(artículos 6 y 7) no sólo el Estado y los agentes estatales que actúan en su 
nombre, sino también los agentes privados, si se demuestra que los anterio-
res no han garantizado la suficiente protección contra la persecución. Se 
trata, por tanto, de una definición amplia que permite afianzar la protec-
ción del estatuto para aquellos casos en los que el agente no tiene carácter 

determinación del Estado miembro responsable del examen de una solicitud de protección 
internacional presentada en uno de los Estados miembros por un nacional de un tercer 
país o un apátrida, la Directiva 2011/95/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
13 de diciembre de 2011, por la que se establecen normas relativas a los requisitos para el 
reconocimiento y el estatuto de nacionales de terceros países o apátridas como beneficiarios 
de protección internacional, a un estatuto uniforme para los refugiados o para las personas 
con derecho a protección subsidiaria y al contenido de la protección concedida, así 
como la Directiva 2013/32/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio 
de 2013, sobre procedimientos comunes para la concesión o la retirada de la protección 
internacional. Todos textos refundidos de unos primeros documentos aprobados entre 2003 
y 2005 y que serán sustituidos en breve por los respectivos Reglamentos: el Reglamento 
(UE) 2024/1347 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de mayo de 2024, sobre 
normas relativas a los requisitos para el reconocimiento de nacionales de terceros países 
o apátridas como beneficiarios de protección internacional, a un estatuto uniforme para 
los refugiados o para las personas que pueden acogerse a protección subsidiaria y al 
contenido de la protección concedida, y por el que se modifica la Directiva 2003/109/CE 
del Consejo y se deroga la Directiva 2011/95/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, 
y el Reglamento (UE) 2024/1348 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de mayo 
de 2024, por el que se establece un procedimiento común en materia de protección 
internacional en la Unión y se deroga la Directiva 2013/32/UE.
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estatal; lo que con anterioridad era causa de exclusión frecuente de las 
demandas por violencia intrafamiliar o en la pareja (Heyman, 2005). 

La Directiva reitera los motivos de persecución reconocidos en la 
Convención de Ginebra, pero a continuación añade una cláusula que 
alude a la idea de la percepción externa de la persecución. Según esta, la 
situación de desprotección se constata cuando el nexo entre el motivo y el 
acto persecutorio se infiere de la percepción del agente persecutorio y no 
tanto porque efectivamente concurra el motivo en la persona del solicitante 
(artículo 10.2). En relación con los motivos de persecución (artículo 10), 
la Directiva aporta pocos cambios al marco convencional, pero destaca 
su definición de la pertenencia a un grupo social determinado. En dicha 
cláusula, se proponen dos criterios acumulativos para identificar el grupo: 
i) el primero alude a “las características protegidas”. Según este criterio, la 
individualización y adscripción a un grupo se produce como consecuencia 
de la identificación de una característica común; ii) el segundo enfoque se 
refiere a la “percepción social” (también llamada percepción externa). De 
acuerdo con esta, la percepción del grupo como tal por parte de los agentes 
externos es suficiente para apreciar su existencia a efectos de determinar el 
estatuto. Esto es, el grupo se singulariza porque la sociedad en la que radica 
lo identifica como tal. 

Asimismo, se añade que “los aspectos relacionados con el sexo de 
la persona se tendrán debidamente en cuenta a efectos de determinar la 
pertenencia a un determinado grupo social o de la identificación de una 
característica de dicho grupo” (art. 10.1.d in fine). En este apartado, dichas 
referencias al género permiten afirmar su apreciación como elemento cons-
titutivo de un grupo social determinado, incluso cuando la comisión del 
acto sea debida a la percepción que los agentes tengan al respecto. Ambas 
son cuestiones significativas para garantizar la protección del estatuto en 
los casos estudiados, puesto que permiten garantizar la inclusión de las 
conductas, políticas, medidas o acciones que se fundamentan en discur-
sos o medidas discriminatorias por razón de género, al menos porque si 
se huye por estos motivos no es necesario determinar que sí existe dicho 
grupo. 

Esta Directiva será sustituida en 2026 por el Reglamento (UE) 
2024/1347 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de mayo de 2024, 
sobre normas relativas a los requisitos para el reconocimiento de nacionales 
de terceros países o apátridas como beneficiarios de protección internacio-
nal, a un estatuto uniforme para los refugiados o para las personas que 
pueden acogerse a protección subsidiaria y al contenido de la protección 
concedida, y por el que se modifica la Directiva 2003/109/CE del Consejo 
y se deroga la Directiva 2011/95/UE del Parlamento Europeo y del Consejo. 



La vulnerabilidad en el régimen de asilo: un concepto en construcción

acfs, 60 (2026), 135-166

145

Destaca la nueva redacción del apartado relativo al grupo social determi-
nado, que quedará redactado del siguiente modo:

Dependiendo de las circunstancias del país de origen, el concepto 
de pertenencia a un determinado grupo social a que se refiere el párrafo 
primero, letra d), incluirá la pertenencia a un grupo sobre la base de una 
característica común de orientación sexual. Los aspectos relacionados con 
el género de la persona, incluida la identidad de género y la expresión 
de género, se tendrán debidamente en cuenta a efectos de determinar la 
pertenencia a un determinado grupo social o de la identificación de una 
característica de dicho grupo.

Hay cierto acuerdo en la doctrina al entender que las demandas de 
asilo que se fundamentan en la adscripción del sujeto a un grupo social 
determinado se someten a una mayor exigencia de prueba, además del 
riesgo de negar cualquier carácter social y político a las relaciones de género 
que puedan causar persecución. En relación con las dificultades para consta-
tar la existencia del grupo, cada ordenamiento establece los requisitos, pero 
en general la demandante debe probar: i) que existe un temor fundado; ii) 
que el criterio constitutivo del grupo es el motivo de este temor; iii) que el 
temor es suficiente para constituir persecución; iv) que existe una razonable 
posibilidad que exista dicha persecución si la demandante vuelve a su país 
de origen; y v) que no existen garantías eficaces de protección por parte del 
Estado del que es nacional (Roberts, 2002). Esta ha sido la interpretación 
recomendada por parte del ACNUR, aunque los operadores jurídicos 
han sido reacios a considerar el género como tal, generando interpretacio-
nes diversas que acaban dificultando de nuevo el acceso a la protección 
(Merino, 2012). 

En cualquier caso, en el ámbito de la calificación del estatuto, no 
existe ninguna referencia a la vulnerabilidad. Cualquier elemento en el que 
pudiera intervenir debería ser valorado por parte de los agentes de asilo, 
pero dada la naturaleza de esta demanda (estar basada en una persecución, 
en un temor fundado a ser perseguido/a, y el origen histórico y socio-
normativo de la Convención) hubiera podido generar mayor confusión. 
Destaca, en particular, que no se mencione respecto de la referencia al 
grupo social determinado o cuando se alude a la discriminación, pero es 
interesante la referencia al género y la orientación sexual respecto de la 
determinación del grupo porque de la lectura parece posible interpretar 
que en la mente del legislador hay un elemento cercano a la vulnerabilidad.
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4.	�L as condiciones de acogida y la vulnerabilidad en la normativa 
del asilo

4.1.  Directiva de procedimiento 

En la Directiva de procedimiento, la Directiva 2013/32/UE del Parla-
mento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, sobre procedimien-
tos comunes para la concesión o la retirada de la protección internacional, 
«DOUE» núm. 180, de 29 de junio de 2013, páginas 60 a 95 (DOUE-
L-2013-81289), hay dos referencias a la vulnerabilidad o a los colectivos 
vulnerables. La primera viene referida a la entrevista personal que se realiza 
durante el procedimiento y que deberá permitir a la persona demandante 
exponer de forma completa su relato, expresamente reconociendo que 
para ello “la persona que vaya a celebrar la entrevista es competente para 
tener en cuenta las circunstancias personales y generales que rodean la 
solicitud, incluidas las raíces culturales del solicitante, su género, su orien-
tación sexual, su identidad de género o su vulnerabilidad” (art. 15. 3. a).  
La segunda tiene que ver con la previsión para que los Estados den carácter 
prioritario a los exámenes de las demandas de asilo, entre otros, “b) cuando 
el solicitante sea vulnerable en el sentido del artículo 22 de la Directiva 
2013/33/UE, o necesite garantías procedimentales especiales, en particular 
los menores no acompañados”. Es esta una cuestión procedimental que 
responde a posibles particularidades de la situación individual que garantice 
una mejor protección si se resuelve con cierta celeridad. Estoy pensando, 
por ejemplo, en los supuestos de víctimas de violencia machista y/o lgtbi-
fóbica y que pueda requerir de asistencia especializada o condicionar su 
acogida a dicha situación. Como se señala aquí, la condición de vulnerabi-
lidad se encuentra en la denominada Directiva de acogida. 

Antes de analizar esta última directiva, cabe señalar que la de Procedi-
miento también se derogará en 2026 por el Reglamento (UE) 2024/1348 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de mayo de 2024, por el que se 
establece un procedimiento común en materia de protección internacional 
en la Unión y se deroga la Directiva 2013/32/UE. Este texto forma parte del 
denominado Pacto de Migración y Asilo de la Unión Europea y consolida 
la tendencia restrictiva mencionada con anterioridad. Sirva de ejemplo la 
definición explícita, y consolidada por tanto, de “país de origen seguro” o 
“tercer país seguro” (Sección V, artículos 57 y sig.). 

Es interesante la definición amplia de “necesidad de garantías procedi-
mentales especiales” (arts. 20 y sig.), pues aunque no se refiere a las situacio-
nes de vulnerabilidad, el legislador europeo tiene en mente que se trata de 
situaciones individuales en los que el demandante de asilo pueda necesitar 
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la adopción de ciertas medidas especiales, como que haya un intérprete, u 
otras medidas que puedan necesitar, por ejemplo, los menores de edad. En 
el art. 21.2, se equipara de algún modo la extinción de estas medidas especia-
les a las causas de un procedimiento de examen acelerado o del fronterizo, 
que en la directiva anterior se vinculaba a la situación de vulnerabilidad. 
La única referencia que mantiene este Reglamento a la vulnerabilidad se 
incluye en el párrafo 61 del Preámbulo cuando se alude al ofrecimiento de 
instalaciones de acogida en destino para efectuar el procedimiento fronte-
rizo de asilo, pues “tienen la obligación de tener en cuenta la situación y 
necesidades especiales de personas vulnerables —incluidos los menores—, 
de personas con discapacidad y de personas mayores”. A continuación, se 
reitera la posibilidad de acogerse a las garantías procedimentales especiales 
pues aunque se trate de razones diferentes, la justificación sería similar. 

4.2.  Directiva de acogida

La Directiva 2013/33/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
26 de junio de 2013, por la que se aprueban normas para la acogida de los 
solicitantes de protección internacional, «DOUE» núm. 180, de 29 de junio 
de 2013, páginas 96 a 116 (DOUE-L-2013-81290), es el documento clave 
para la acogida de demandantes de asilo en el que se indica qué colectivos 
pueden ser vulnerables en este régimen. Según el artículo 21, son personas 
vulnerables, cuya situación debe ser tenida en cuenta, “menores, menores 
no acompañados, personas con discapacidades, personas de edad avanzada, 
mujeres embarazadas, familias monoparentales con hijos menores, víctimas 
de la trata de seres humanos, personas con enfermedades graves, personas 
con trastornos psíquicos y personas que hayan padecido torturas, violacio-
nes u otras formas graves de violencia psicológica, física o sexual, como 
las víctimas de la mutilación genital femenina”. Este listado parece no ser 
exhaustivo, a pesar de una referencia en el artículo siguiente, que expongo 
a continuación. 

En el artículo siguiente se explicita el procedimiento para evaluar las 
necesidades de acogida particulares que puedan requerir las personas vul-
nerables. Aunque no se modifica el listado, entendido a título de ejemplo, 
decía, deja en manos de los estados la determinación de dichas necesidades. 
No obstante, en el párrafo tercero hay una previsión ciertamente confusa 
según la cual “únicamente las personas vulnerables conforme al artículo 21 
podrán considerarse personas con necesidades de acogida particulares y, por 
ende, beneficiarse de la asistencia específica prevista de conformidad con la 
presente Directiva” (art. 22.3). En los dos artículos siguientes se detalla el 
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régimen para menores (art. 23), menores no acompañados (art. 24), y vícti-
mas de la tortura y la violencia (art.25). Nada se dice del resto de colectivos 
incluidos en el art. 21. 

Previamente, pero, habrá dos referencias relativas a los materiales de 
los centros de acogida (art. 18), en la que se indica que: (párrafo 3) “[l]os 
Estados miembros deberán tomar en consideración los factores específicos 
de género y edad y la situación de las personas vulnerables, respecto de los 
solicitantes alojados en los locales o centros de acogida a que se refiere el 
apartado 1, letras a) y b); así como que [párrafo 5] [l]os Estados miembros 
velarán por que, por regla general, los solicitantes adultos dependientes 
con necesidades de acogida particulares sean alojados junto con parientes 
adultos próximos que ya se encuentren en el mismo Estado miembro y que 
con arreglo al Derecho o a la práctica del Estado miembro de que se trate 
sean responsables de ellos”. Estas dos expresiones “personas vulnerables” 
y “solicitantes con necesidades de acogida particulares” parecen referirse a 
situaciones distintas, lo que puede entenderse en tanto que una se refiere a 
posibles especificidades de los colectivos y/o grupos vulnerables, mientras 
que la segunda solo a las necesidades que tienen los demandantes indivi-
dualmente considerados en un momento determinado de la movilidad. La 
duda que queda es si la vulnerabilidad siempre requiere adaptabilidad en 
la acogida. 

Como el resto de textos normativos, este se sustituirá por la Directiva 
(UE) 2024/1346 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de mayo de 
2024, por la que se establecen normas para la acogida de los solicitantes 
de protección internacional. Este texto, en línea con los anteriores, incluye 
un listado de definiciones en el que encontramos la de “solicitante con 
necesidades de acogida particulares”, según la cual, lo sería “un solicitante 
que requiera condiciones o garantías particulares para poder disfrutar de los 
derechos y cumplir las obligaciones que se derivan de la presente Directiva”.

En línea con lo explicado hasta ahora, conviene señalar que el párrafo 
47 alude a la Convención de los Derechos del Niño de 1989, y en particular 
a la “obligación de los Estados miembros de garantizar la subsistencia y las 
necesidades básicas del solicitante, tanto en términos de seguridad física y 
dignidad como de relaciones interpersonales, prestando la debida atención 
a las vulnerabilidades intrínsecas de la persona como solicitante de protec-
ción internacional y la de su familia o cuidador”. Vemos aquí esta referencia 
al carácter intrínseco de las vulnerabilidades, que no queda claramente 
definido a pesar de no mencionarse como situaciones, pese a constatarlas 
respecto de la condición de solicitante de protección internacional. 

A continuación, en el mismo párrafo se señala que “[t]ambién debe 
prestarse la debida atención a los solicitantes con necesidades de acogida 
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particulares. Deben tenerse en cuenta las necesidades específicas de los soli-
citantes víctimas de violencia sexual o de violencia basada en el género, en 
particular las mujeres, por ejemplo, garantizando su acceso, en las distintas 
fases del procedimiento de protección internacional, a atención sanitaria, 
asistencia jurídica, y asesoramiento y asistencia psicosocial adecuados en 
caso de trauma”. Esta concreción de las necesidades específicas que se pue-
den tener en este segundo caso se circunscribe al trauma sufrido, lo que 
parece vincularse a una idea de daño, y no tanto a la de vulnerabilidad. 

A pesar de esta referencia, previamente, en el párrafo 37 se indica que 
“[l]a acogida de personas con necesidades de acogida particulares debe 
ser una prioridad de las autoridades nacionales para garantizar que dicha 
acogida responda específicamente a sus necesidades de acogida particula-
res”. Por este motivo, podemos decir, la tendencia actual es la de hablar de 
necesidades de acogida particulares o diferenciadas. De hecho, la regulación 
prevista en el artículo 13 (dedicado al internamiento de las personas con 
necesidades de acogida particulares) y siguientes hacen referencia a aspectos 
concretos que hacen intuir en qué está pensando el legislador, que no se 
aparta de lo que venía reconociendo como tal hasta ahora. En este sentido, 
se alude a la salud, la escolarización de los menores, el empleo, cursos de 
idiomas, etc. En el artículo 19.2, donde se recogen las normas generales 
sobre las condiciones materiales de acogida, se señala que: “Los Estados 
miembros garantizarán que las condiciones materiales de acogida y la aten-
ción sanitaria recibida de conformidad con el artículo 22 proporcionen 
a los solicitantes un nivel de vida adecuado que les garantice su subsistencia 
y la protección de su salud física y psíquica y respete los derechos que les 
confiere la Carta. Los Estados miembros garantizarán que el nivel de vida 
adecuado a que se refiere en el párrafo primero se mantenga en la situación 
específica de los solicitantes con necesidades de acogida particulares, así 
como en la situación de las personas objeto de internamiento”. 

Lo que llama la atención es la previsión respecto del alojamiento 
incluida en el artículo 20.3 que dispone que “[c]uando ofrezcan condi-
ciones materiales de acogida, los Estados miembros deberán tomar en 
consideración los factores específicos de género y edad y la situación de los 
solicitantes con necesidades de acogida particulares”. Según esta redacción, 
hay factores específicos de los que debe depender la acogida, como son el 
género y la edad. La duda es, entonces, si estos factores pueden determinar 
una situación que merezca esta adaptación o particularidad de la acogida. 

En su artículo 24, como se hizo en el artículo 21 de la Directiva que 
sustituirá, se incluyen los “solicitantes, como los incluidos en alguna de las 
siguientes categorías, [que] tienen más probabilidades de presentar necesida-
des de acogida particulares: menores, menores no acompañados, personas 
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con discapacidades, personas de edad avanzada, mujeres embarazadas, 
personas LGBTI, familias monoparentales con hijos menores, víctimas de 
trata de seres humanos, personas con enfermedades graves, personas con 
trastornos mentales, incluido el trastorno por estrés postraumático, perso-
nas que hayan sufrido tortura, violación u otras formas graves de violencia 
psicológica, física o sexual, por ejemplo, víctimas de violencia de género, 
mutilación genital femenina, matrimonio infantil o forzado, o violencia 
cometida por motivos sexuales, de género, racistas o religiosos”. Como en el 
texto anterior, solo hay previsión de medidas específicas para los menores, 
los menores no acompañados y las víctimas de la tortura y de la violencia. 

4.3. � El posicionamiento político la UE y el pacto de migraciones y asilo

En el ámbito de la Unión Europea, la Comisión Europea emitió una 
Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo Europeo 
y al Consejo bajo el título de “Un planteamiento equilibrado de la migra-
ción que combina equidad y firmeza”, el de 12 de marzo de 2024, en el que 
se marcaba la que podía ser la hoja de ruta de las políticas europeas en este 
ámbito, pues presentaba el denominado Pacto de Migración y Asilo. Bajo 
este título se integran estas distintas reformas habidas en el ámbito de la 
Unión Europea orientadas a “gestionar la migración de manera integral e 
integrada”, según sostiene el mismo documento, a través de un “enfoque 
colectivo para asegurar mejor nuestras fronteras exteriores, un sistema equi-
tativo y más eficaz de solidaridad y responsabilidad, así como procedimien-
tos de asilo eficientes que protejan mejor a quienes lo necesitan”. Se des-
prende del mismo la conveniencia de modificar dicho régimen afirmando 
como primer objetivo la “mayor seguridad en las fronteras exteriores”. 

La concreción de este primer objetivo se traduce en la idea de control. 
No en vano, comienza afirmándose que “[t]odos los migrantes irregulares 
serán registrados y sometidos a un control de identidad, de seguridad y sani-
tario. Después del control, el procedimiento fronterizo será obligatorio para 
aquellas personas que probablemente 9 no necesiten protección, presenten 
un riesgo para la seguridad o engañen a las autoridades”. El control en los 
tres ámbitos señalados refleja un cambio en la perspectiva o los ámbitos en 
los que se establece el control. En cualquier caso, la idea de control sobre la 
frontera se señala en el párrafo siguiente cuando se indica que: “[a]l proteger 
las fronteras exteriores para controlar las llegadas de migrantes irregulares, 

9.	 La cursiva es mía. 
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limitamos cualquier desplazamiento secundario ulterior y garantizamos 
uno de los derechos más apreciados de los ciudadanos de la UE, a saber, el 
derecho a circular dentro del espacio Schengen sin controles en las fronteras 
interiores. Al asegurar el retorno rápido de las personas rechazadas en el 
procedimiento fronterizo, transmitimos el mensaje claro de que el nuevo 
sistema europeo no tolerará los abusos”.

Esta idea de control y las referencias a la migración que llega a terri-
torio de forma adecuada, porque probablemente necesiten protección —uti-
lizando el mismo concepto que la comunicación—, se complementa en 
el apartado dedicado a los procedimientos rápidos y eficientes de asilo y 
retorno con garantías individuales reforzada: “Las nuevas normas establece-
rán procedimientos de asilo más eficaces, con plazos más cortos y normas 
más estrictas para las solicitudes abusivas o posteriores (…). Estas normas 
más estrictas se equilibran con garantías importantes para los derechos de 
las personas, incluido el asesoramiento jurídico gratuito a lo largo de todos 
los procedimientos, con especial atención a los grupos vulnerables, y en 
concreto a los menores no acompañados, así como a las familias con niños 
(…). Entre los estándares a nivel de la UE relativos a las condiciones de aco-
gida figurarán un acceso más rápido al mercado laboral, un mejor acceso 
a la educación para los niños migrantes y la protección de las personas 
vulnerables”. Esta referencia a las personas vulnerables, según se desprende 
de una lectura conjunta de este documento y de los reglamentos y directiva 
analizados antes, debe entenderse como una justificación de las denomina-
das necesidades de acogida especiales. Vemos, por tanto, el significado que 
se ha venido dando a la vulnerabilidad por parte del legislador de asilo.

4.4.  Marco normativo Estado español

Por su parte, en materia de extranjería y acogida en el asilo, el legis-
lador español ha venido adoptando diversas modificaciones normativas 
para adecuar su marco jurídico al europeo (Solanes, 2025). Hemos visto la 
evolución en algunos de los elementos para el reconocimiento del estatuto, 
como los motivos y ha sido el caso en la interpretación de algunos otros, 
como respecto de quienes pueden ser agentes persecutorios o cómo debe 
ser la propia idea de persecución o el umbral de gravedad que se teme. Con-
viene ahora identificar las disposiciones relativas a la acogida o al momento 
en el que se llega a destino y se considera que es relevante la condición o 
situación de vulnerabilidad. 

En el reciente Reglamento de la Ley de Extranjería en España, apro-
bado por el Real Decreto 1155/2024, de 19 de noviembre, por el que se 
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aprueba el Reglamento de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre 
derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social 
(BOE núm. 280, de 20/11/2024, entrada en vigor el 20/05), la vulnerabili-
dad es mencionada respecto de los centros de inmigrantes y la red pública 
de centros en el artículo 263. Dicho artículo, relativo a la red pública de 
centros de migraciones, dispone en su apartado segundo que la red de 
centros podrá crear programas específicos, entre otros, para extranjeros que 
“se hallen en situación de vulnerabilidad o riesgo de exclusión social”. En 
ninguna otra disposición se menciona qué se entiende por vulnerabilidad 
o riesgo de exclusión social, conceptos que se introducen con mayor desa-
rrollo en otras normas. Entre ellas, el régimen de asilo. 

Por su parte, el Real Decreto 220/2022, de 29 de marzo, por el que 
se aprueba el Reglamento que regula el sistema de acogida en materia de 
protección internacional (BOE núm. 76, de 30 de marzo de 2022, páginas 
41807 a 41832, 26 págs.), ya en el preámbulo se menciona el diverso origen 
normativo de este régimen. De hecho, es interesante destacar cómo se men-
ciona no solo la Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del derecho de 
asilo y de la protección subsidiaria (BOE núm. 263, de 31/10/2009), sino 
también el “Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia”, cuyo 
componente 22 preveía “la reforma del sistema de atención humanitaria 
y acogida para solicitantes y beneficiarios de protección internacional, 
mediante el incremento de la capacidad y flexibilidad del sistema de acogida 
para ajustarla al tamaño actual de la demanda, así como reforzar la eficien-
cia del sistema adaptando las prestaciones e itinerarios de acompañamiento 
que se ofrecen a los diferentes perfiles”. Se reitera aquí la correlación entre 
necesidades de acogida específicas y la conveniencia de reforma del sistema. 

En cuanto a las disposiciones normativas del Reglamento de asilo que 
aluden a la vulnerabilidad, aluden tanto al procedimiento de calificación 
del asilo como al de acogida. Interesa, entonces, saber su significado y si esta 
condición o situación puede predicarse respecto de determinados colectivos 
o situaciones. Cabe destacar que la situación de vulnerabilidad se define 
entre los conceptos del artículo segundo, según el cual “es la convergencia 
de circunstancias que aumentan la probabilidad de la persona de sufrir 
contingencias que disminuyan su más elemental bienestar. Entre otras, se 
incluyen personas menores de edad, personas de edad avanzada, personas 
con discapacidad, personas con enfermedades graves, mujeres embarazadas, 
madres o padres solos con hijos o hijas menores de edad, víctimas de trata 
de seres humanos, víctimas de cualquier manifestación de violencia contra 
las mujeres, personas pertenecientes a grupos étnicos o nacionales objeto de 
discriminación, personas con problemas de salud mental, personas LGTBI+ 
u otras personas que hayan sufrido torturas, violaciones o cualquier forma 
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grave de violencia psicológica, física o sexual, que son distintas de las tor-
turas”. 

De este modo, el legislador indica ya las razones por las que la vul-
nerabilidad puede ser tenida en cuenta en los procedimientos de asilo al 
identificar los colectivos que pueden ser susceptibles de estar también en la 
acogida. Destaca la referencia al género, aunque no como único criterio, y 
a las cuestiones LGTBIQ+, además de la edad y otros aspectos que se han 
incluido en el marco conceptual del asilo. Así, la vulnerabilidad en este 
régimen tiene que ver con la mayor probabilidad de ver afectado el bien-
estar, sin especificar el momento el que esta situación puede darse, lo que 
permite recurrir a ella en la calificación, en el procedimiento o en la aco-
gida. Esta definición, por tanto, es adecuada en el análisis aquí propuesto, 
especialmente porque la desprotección puede darse en todas las fases de la 
movilidad humana. Respecto del origen, porque puede ser un elemento 
configurador de la persecución, e incluso causarla; del procedimiento de 
solicitud de protección del asilo, porque puede determinar las acciones del 
demandante, e incluso su narrativa; o de la llegada y la acogida, pues una 
experiencia de persecución y/o movilidad se vive desde la condición que se 
tiene, y de esta van a depender las necesidades de protección y, por tanto, 
la acogida. 

A continuación, en el artículo sexto sobre los principios generales de 
actuación, se prevé que uno de estos (art. 6 b) sea el de “[a]segurar la aten-
ción especializada a las necesidades específicas de las personas en situación 
de vulnerabilidad, de la manera más ágil posible, así como las condiciones 
adecuadas a la edad, sexo y circunstancias personales, familiares o sociales 
de las personas destinatarias, con especial atención al tratamiento especí-
fico e individualizado de la infancia y la adolescencia”. Este artículo se 
acompaña de un segundo párrafo dedicado a los posibles indicadores que 
permitirán mesurar y comprobar esta adecuada atención, explicando la 
evaluación de las situaciones de vulnerabilidad en el artículo 10, donde se 
prevén también las condiciones reforzadas de acogida que son mencionadas 
de nuevo en el artículo siguiente dedicado a los itinerarios de acogida. 

Otro de los principios aplicables, y relevantes en este ámbito, está pre-
visto en el párrafo siguiente (C) relativo a la incorporación de los enfoques 
de “derechos humanos, de género y de interseccionalidad en todos los pro-
gramas, medidas y actuaciones que se lleven a cabo, lo que incluye el reco-
nocimiento de la discriminación y la violencia que afecta específicamente 
a las mujeres y la prevención y atención a las violaciones de los derechos 
humanos de las personas LGTBI+ y de las personas por su origen nacional 
o étnico”. Me llama la atención que este principio no haga ninguna alu-
sión a la vulnerabilidad o al principio anterior, al menos para vincularlo 
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a posibles necesidades de protección reforzada. Lo cual, adviértase, puede 
constituir un déficit del concepto de vulnerabilidad (Barrère, 2016). Es 
cierto que aquí no está hablando de situaciones o condiciones (Pozzolo, 
2019), razón por la cual se habla de discriminación y violencia que afecta a 
las mujeres y violaciones de derechos humanos de los colectivos LGTBIQ+ 
y de personas por su origen nacional o étnico, pero no lo es menos que 
ambos enfoques también aplican respecto de las medidas de acogida. La 
generalidad del principio, puede objetarse, permite entender que las medi-
das y las actuaciones de los agentes respetarán los enfoques referidos sin que 
por ello deje de mencionarse, al menos, la vulnerabilidad. 

En 2018, antes de la aprobación del Reglamento de Asilo, la Dirección 
General de Integración y Atención humanitaria publicaron el Manual de 
Gestión del Sistema de Acogida de Protección Internacional en el que se 
incluían las denominadas situaciones de necesidades particulares de aco-
gida. En la previsión por fases, y en relación con la primera fase de acogida, 
se dispone la conveniencia de prever estas necesidades sin particularizar a 
qué se hace referencia, ni vincularlo a una noción de vulnerabilidad. En 
cambio, cuando se habla de los itinerarios y las medidas a adoptar cuando 
ya se ha iniciado la acogida, sí se alude de forma expresa. En particular, 
en relación con las medidas de la 2.ª fase relativa a la preparación para la 
autonomía, se señala que deberá “detectarse, evaluarse y seguirse las posibles 
vulnerabilidades o necesidades particulares de acogida”, que se reitera de la 
misma forma respecto de la atención psicológica y se convierte en una de 
las actuaciones transversales para todo el itinerario. En resumen, y antes del 
Reglamento, la vulnerabilidad ya se identificaba con la existencia de nece-
sidades particulares de acogida. Sirva de ejemplo que cuando se habla de la 
duración general del itinerario de acogida se estipula en 18 meses, pero se 
permite su ampliación a 24 si la persona es vulnerable, e incluso a 30 meses 
si se trata del itinerario laboral. 

5.	�S obre el concepto de vulnerabilidad en el asilo en sede 
jurisprudencial: la mirada del TEDH

En la sentencia Hilal c. Reino Unido (2001), el TEDH reconoció la vul-
nerabilidad, entendida como el riesgo a sufrir tratos contrarios al artículo 
3 del CEDH a un demandante de asilo, a quien no se había reconocido el 
estatuto de refugiado, justamente por esta misma condición de demandante 
de asilo, cuando había sido reconocida por razón de sexo, estado de salud, 
edad u otras circunstancias personales (Hilal v. the United Kingdom, n.º 
45276/99, § 60, 6 de marzo de 2001, ECHR 2001-II). Previamente, como 
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señala Morgades (2010, 805), esta situación de vulnerabilidad es distinta a la 
que deriva de la condición de extranjería, pues se añade a esta la “búsqueda 
de una protección de substitución que suele llevarles a una situación de 
extrema precariedad”, lo cual no es suficiente para entender que siempre 
deba apreciarse esta situación, ni que excluya la concurrencia de otros moti-
vos o causas de vulnerabilidad. Ahora bien, el concepto de vulnerabilidad 
aquí utilizado se vincula (e incluso se solapa) con el de precariedad (o situa-
ción, como señala de Asís (2024), distinto pues de un concepto ontológico 
de vulnerabilidad como el que sostiene Fineman o Butler (Barrère, 2016 y 
Gil, 2025), lo que permite un mayor encaje en el derecho, tanto por lo que 
se refiere a su posible categorización, como a las cuestiones procesales deri-
vadas de su uso en procedimientos judiciales y administrativos. De hecho, 
el TEDH constata la vulnerabilidad de Hilal en caso de devolución a su país 
de origen por el simple hecho de haber pedido asilo (aunque las circuns-
tancias no constaten que exista persecución previa de forma fehaciente y 
suficiente para reconocer el estatuto) (Morgades, 2010, 805). No obstante, la 
jurisprudencia del TEDH viró hacia la rigidez en los procedimientos proba-
torios y en la necesidad de aportar elementos probatorios de enfrentar una 
persecución individualizada especialmente en casos de violencia o vulnera-
ciones generalizadas de derechos (Morgades, 2010, 816 y sig.). Como señala 
Morgades (2010), este acabó previéndose poco después el artículo 17 de la 
entonces denominada Directiva del Consejo de la Unión Europea 2003/9/
CE, de 27 de enero de 2003, por la que se establecen normas mínimas para 
la acogida de los solicitantes de asilo, según el cual, la vulnerabilidad debe 
constatarse previa evaluación individual de la situación personal del soli-
citante. Este cambio puede ser debido a la relación entre vulnerabilidad y 
discriminación (de Asís, 2024), o subordiscriminación, aunque se trate de 
marcos conceptuales diferentes en muchos sentidos (Barrère, 2016).

En Chapman vs. UK (27238/95, Judgment (Merits), Court (Grand 
Chamber), 18/01/2001, en la Joint dissenting opinion of Judges Pastor 
Ridruejo, Bonello, Tulkens, Strážnická, Lorenzen, Fischbach And Casade-
vall, en relación con el margen de apreciación de los estados para la aplica-
ción de la convención y el grado de interferencia que se permite a las auto-
ridades y los poderes públicos se indica que: “The Convention has always to 
be interpreted and applied in the light of current circumstances (see Cossey 
v. the United Kingdom, judgment of 27 September 1990, Series A no. 184, 
p. 17, § 42). There is an emerging consensus amongst the member States of 
the Council of Europe recognising the special needs of minorities and an 
obligation to protect their security, identity and lifestyle (see paragraphs 
55-67 of the judgment, in particular the Framework Convention for the 
Protection of National Minorities), not only for the purpose of safeguar-



Víctor Merino-Sancho

acfs, 60 (2026), 135-166

156

ding the interests of the minorities themselves but also in order to preserve 
a cultural diversity of value to the whole community. This consensus 
includes a recognition that the protection of the rights of minorities, such 
as Gypsies, requires not only that Contracting States refrain from policies 
or practices which discriminate against them but also that, where necessary, 
they should take positive steps to improve their situation through, for 
example, legislation or specific programmes”. 

Si nos detenemos en las razones que da el tribunal, vemos que afirma el 
carácter vulnerable del colectivo gitano (párrafos 93 y 96), entendiendo que 
es una minoría y se le aplica la normativa sobre minorías nacionales, y que, 
por esta misma razón, “the vulnerable position of Gypsies as a minority 
means that some special consideration should be given to their needs and 
their different lifestyle both in the relevant regulatory planning framework 
and in reaching decisions in particular cases (judgment cited above, pp. 
1292-95, §§ 76, 80 and 84). To this extent, there is thus a positive obligation 
imposed on the Contracting States by virtue of Article 8 to facilitate the 
Gypsy way of life (see, mutatis mutandis, Marckx v. Belgium, judgment 
of 13 June 1979, Series A no. 31, p. 15, § 31; Keegan v. Ireland, judgment 
of 26 May 1994, Series A no. 290, p. 19, § 49; and Kroon and Others v. 
the Netherlands, judgment of 27 October 1994, Series A no. 297-C, p. 56, 
§ 31) (párrafo 96)”. Por esta razón, y siguiendo la argumentación del alto 
tribunal, se ha afirmado que el propio concepto de vulnerabilidad es una 
“buzzword” 10, esto es, una palabra hueca a la que recurren los estados aun-
que no esté dotada de un significado ni certero, ni claro, aunque justamente 
por ello no genera obligaciones claras (Lebouef, 2022).

Ahora bien, será con posterioridad cuando el TEDH incida en la idea 
de la vulnerabilidad de los demandantes de asilo cuando vayan concu-
rriendo otras circunstancias. De hecho, en la STEDH O. M. c. Hungría (4.ª 
Sección, Application N 9912/15, 5 de julio de 2016), párrafo 53, el tribu-
nal sostiene que “the Court considers that, in the course of placement of 
asylum seekers who claim to be a part of a vulnerable group in the country 
which they had to leave, the authorities should exercise particular care in 
order to avoid situations which may reproduce the plight that forced these 
persons to flee in the first place. In the present case, the authorities failed to 
do so when they ordered the applicant’s detention without considering the 
extent to which vulnerable individuals —for instance, LGBT people like the 
applicant— were safe or unsafe in custody among other detained persons, 

10.	 Es decir, una especie de expresión vacía de contenido pero que por su excesiva repetición 
se ha sobreentiende su significado a pesar de no ser definido con exactitud. 
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many of whom had come from countries with widespread cultural or reli-
gious prejudice against such persons. Again, the decisions of the authorities 
did not contain any adequate reflection on the individual circumstances 
of the applicant, member of a vulnerable group by virtue of belonging to 
a sexual minority in Iran (see, mutatis mutandis, Alajos Kiss v. Hungary, 
no. 38832/06, § 42, 20 May 2010)”. Encontramos aquí la inclusión de los 
colectivos LGTBIQ+ en el concepto mismo de grupo vulnerable y la idea 
de mayor probabilidad de daño. Esta idea de previsibilidad del daño es una 
de las diferencias con la discriminación, que implica que este, el daño, ya se 
ha realizado. Por eso la primera no es razón de determinación del estatuto 
pero sí la segunda. 

Por todo ello, podemos decir que el TEDH se refiere en este ámbito 
del asilo a la situación individualizada y concreta de los colectivos (Barrio 
et alia, 2021), que deberá constatarse en cada proceso en el que se alegue de 
alguna forma para constatar la vulnerabilidad. Dicha prueba, pero, debe 
singularizarse en cada caso concreto, pues no existe una identificación de 
la razón de vulnerabilidad (por ejemplo, la condición de extranjería y la 
búsqueda de protección internacional) con el reconocimiento de un derecho 
o la protección —tampoco la del estatuto— , en este caso, en cada situación 
individual (Barrio et alia, 2021, p. 54). 

Una vez se ha reconocido la posible vulnerabilidad, también para los 
demandantes de asilo y refugio, cabe ver qué puede suponer esto a efectos 
no solo del reconocimiento del estatuto, sino de las condiciones de acogida. 
Es aquí donde reside otra de las disonancias entre la normativa de acogida 
y la interpretación del concepto en origen. Dicho de otro modo, la inde-
terminación del concepto de vulnerabilidad afecta a la forma en la que se 
entiende dicha situación en origen y las necesidades o posibles adaptaciones 
que el régimen de asilo debe prever para garantizar una protección efectiva 
de los demandantes de asilo. O, al menos, que no sea un impedimento para 
su acogida. Lo cual, dicho sea de paso, suele ser una dificultad común en la 
normativa de asilo: tratar de dar respuesta, interpretar o valorar situaciones 
ocurridas en otros contextos y, especialmente, que deben ser probados o 
constatados por agentes de asilo con las pruebas aportadas por los deman-
dantes.

Aunque no guarde relación con el ámbito del asilo, en la Sentencia del 
TEDH B. S. c. España (Application no 47159/08, 24 de octubre de 2012), la 
parte demandante intentó aplicar una mirada interseccional para justificar 
la vulnerabilidad de su situación, pues se trataba de una demanda por trato 
policial discriminatorio hacia una trabajadora sexual africana negra. De 
hecho, se justificaba la demanda en base al reconocimiento de la existencia 
de diversos motivos de discriminación que interactúan y generan posiciones 
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de desigualdad compleja, creando situaciones de mayor vulnerabilidad y 
desventaja, lo que facilita la vulneración de los derechos de estos sujetos y 
las mayores dificultades para acceder a la justicia (Yoshida, 2013, p. 199). 
El Tribunal sí reconoció la intersección de diversos motivos, pero no men-
cionó en su decisión el racismo institucional, ni estructural que encontra-
mos detrás de las detenciones por perfil racial (Yoshida, 2013, p. 200). 

Lo que no se resuelve, aunque tal vez no sea necesario, es saber si el 
significado de vulnerabilidad es el mismo cuando se utiliza para tomar 
decisiones sobre la protección de quienes se encuentran en esta situación 
en origen, en tránsito y en destino. Asimismo, si los agentes y/o los ope-
radores jurídicos recurren a dicho concepto de la misma forma o si le dan 
un significado diferente. A mi parecer es importante porque los elementos 
de valoración o juicio de las narrativas de los demandantes de asilo no 
desaparecen en destino, aunque aquí aparezcan razones o necesidades de 
acogida especiales que pueden coincidir, y seguramente lo hagan, con lo 
tenido en cuenta en la fase anterior. Para ello, puede evaluarse la forma en 
la que el género, la orientación o la identidad o expresión de género se ha 
considerado en la calificación del estatuto y en la acogida, pues todas ellas 
son condiciones a tener en cuenta según las respectivas normativas, pero 
con implicaciones o niveles de aceptación diferentes (Leboeuf, 2022, p. 50). 

6.	  �Las lecciones aprendidas de un reconocimiento insuficiente 
para una protección efectiva

El principal riesgo de la inclusión del género entre los motivos ha sido 
esencializar las identidades y experiencias de las mujeres que plantean estas 
demandas (Spijkerboer, 2000; Merino, 2012). Es decir, que se concentren 
las demandas de asilo en una única categoría por el solo hecho de ser 
interpuestas por mujeres, haciendo persistir el carácter extraordinario de la 
protección al distinguir entre “casos normales” y “casos de mujeres” (Spi-
jkerboer, 2000). En cambio, si se admite que la violencia y la discriminación 
de género tienen carácter político, no se redundaría en la excepcionalidad 
de los “casos de mujeres”, porque se podrían integrar en los motivos 
políticos. De producirse esta interpretación, sin embargo, surgen dudas 
acerca de si los órganos decisores buscarán el contraste con las experiencias 
masculinas de persecución política. En mi opinión, conviene promover 
interpretaciones que equiparen motivos y no que exijan la equiparación de 
las conductas para acceder al estatuto de refugiado. En este sentido entiendo 
que la inclusión del género como un motivo puede evitar este obstáculo en 
pos de dicha equiparación. 
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Ahora bien, ¿cómo afecta esto a la idea de vulnerabilidad o de necesida-
des de persecución particulares? Probablemente, encontremos mayores reti-
cencias y problemas en la determinación del rasgo constitutivo del grupo. 
Es decir, el género se ha admitido como criterio constitutivo del grupo, 
pero no por sí solo. Los argumentos en su contra principalmente se hallan 
en que el régimen de asilo no sólo se erige sobre presupuestos androcéntri-
cos, sino que del mismo modo consolida una dicotomía entre protectores 
y víctimas de un modo etnocéntrico. Cuando la demanda se basa en actos 
de persecución que revisten la forma de violencia basada en el género, el 
énfasis en el origen cultural y racial enfatiza el carácter de “otredad” con el 
que se construye la identidad de las mujeres de otras sociedades (Oxford, 
2005). Por su parte, si se utiliza la noción de vulnerabilidad sin clarificar 
su sentido o su significado, se corre el riesgo de obviar el carácter social y 
político, también, de las condiciones por las cuales se está en posición de 
vulnerabilidad (Barrère, 2016). 

Este “diferencialismo culturalista” y la vulnerabilidad no definida 
corren el riesgo de percibir a las solicitantes de asilo y a determinados 
colectivos como meras víctimas necesitadas de protección, creando el deno-
minado humanitarismo débil que justifica dicha protección en valoraciones 
no sobre los actos violentos, estructurales, opresivos o discriminatorios con-
cretos, sino sobre un contraste entre nuestra sociedad o protección de los 
no vulnerables (protectora/es) y la otra o quienes sí lo son (que es violenta 
y causa víctimas o lo son). Sugiere Brah que este “etnicismo” o “exotismo” 
(Brah, 1993) crea identidades raciales monolíticas y estáticas al eludir 
cualquier otro rasgo y reducir cualquier diferencia al distinto origen étnico 
atribuyéndole un carácter exótico que justifica la separación entre comuni-
dades por la victimización, especialmente, de las personas victimizadas. Las 
concepciones individuales de la vulnerabilidad incurren en un error similar 
al olvidar las experiencias individuales y la posibilidad de concurrencia de 
diversos ejes de subordiscriminación (Barrère, 2016). 

Es entonces cuando cobra sentido introducir la interseccionalidad, 
según Crenshaw, y también la lógica decolonial, para entender que el dere-
cho de asilo requiere de una revisión global que vaya más allá de la mera 
introducción del género como motivo y los actos persecutorios basados 
en él. Es decir, frente a la desigualdad y, por tanto, a las posiciones de 
subalternidad, merece un especial examen qué posiciones se ocupan y en 
qué relaciones se producen en relación con los diversos ejes. Por ejemplo, 
las mujeres ocupan una situación de subalternidad en aquellos escenarios 
en los que los hombres blancos protegen a las mujeres de piel oscura de los 
hombres de piel oscura (Spivak, 2011: 77). De igual modo ocurre con la pro-
tección de las mujeres refugiadas, que no debe motivarse nunca en nociones 
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paternalistas y etnocéntricas de vulnerabilidad alejadas del paradigma de los 
derechos (Tamale, 2011; Anzaldúa, 2016). 

Las teorías decoloniales tratan de mostrar cómo la racialidad de las 
epistemologías y de las ontologías se construyen desde Occidente (Martí-
nez, 2019), dando a su vez carácter político a las estructuras sociojurídicas 
que tienen que ver con la movilidad humana, como el asilo. Frente a ello, 
su propuesta es “recuperar conceptos tales como sistema-mundo, centro-
periferia, geopolítica y eurocentrismo para, desde allí, avanzar en la proble-
matización de la modernidad como proceso material y simbólico que no 
puede pensarse por fuera de su relación con prácticas políticas, culturales, 
económicas y epistémicas que resultaron en la conformación de una carto-
grafía mundial que reservó lugares desiguales para distintos países, regiones 
y poblaciones. Cuestión que conduce a mirar la modernidad desde su vio-
lencia constitutiva” (Soria, 2015: 69). Esta mirada al presente teniendo en 
cuenta el proceso (histórico, podemos añadir) de conformación sugiere que 
la narrativa de las refugiadas debe tener en cuenta este background, tanto en 
relación con los elementos a examinar como con el ámbito espaciotemporal 
a tener en cuenta. Por ejemplo, en los casos de acogida. 

Esta posibilidad puede dificultar el análisis de las realidades sociojurí-
dicas actuales pues puede exceder del examen individual ante las demandas 
de protección, pero creo que puede servir para reflexionar y evaluar el asilo 
en clave explicativa y política justamente porque permite entender los flujos 
migratorios y los desplazamientos, sin obviar cómo las categorías género o 
sexualidad (que tienen un fuerte componente colonial) siempre influyen. 
En otras palabras, las características y orientaciones de los flujos migrato-
rios y los desplazamientos se explican en parte por este proceso, pero que 
debe extenderse a la llegada y la acogida. 

7.	� Retos para la protección efectiva en demandas basadas en el 
género

En este orden, para evitar los problemas que plantea considerar el 
origen cultural en tanto que social de la violencia con una determinada 
identidad cultural, cabe insistir en que este mismo origen estructural (de 
la discriminación y la violencia) tiene lugar en las sociedades de recepción 
(Volpp, 2003) y, por tanto, en los procesos de acogida. Con este objeto, se 
debe apreciar el origen social y estructural de la discriminación por razón 
étnica o racial, pero también que los sistemas y estructuras de dominación 
de género la causan y se entrecruzan con los anteriores (Narayan, 1997). 
Para combatir la dicotomía víctimas/protectores, que es fruto de la per-
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cepción asimétrica de las sociedades, cabe observar la influencia de otras 
dimensiones sociales que concurren en la comisión efectiva de este fenó-
meno violento. 

La determinación del origen social de la vulnerabilidad, pero también 
de la discriminación y la violencia, debe ir en este sentido a efectos de 
eludir, insisto, la creación de gradaciones jerárquicas de tipos de riesgos 
o daños. Esto permitiría dotar de significado con mayor concreción al 
concepto mismo de vulnerabilidad, pues está muy vinculado a esta idea 
de discriminación o violencia en determinados contextos. Cabe advertir 
aquí que no es posible conocer cuál está siendo la práctica habitual de los 
agentes de asilo, ni las cifras sobre estas demandas puesto que no hay datos 
desglosados sobre motivos y actos persecutorios, entre otros, respecto de 
las demandas de protección de asilo en España. Frente a este escenario, las 
opciones propuestas parten de reconocer la influencia del contexto en todas 
las etapas del desplazamiento:

1) � en su origen, por ser causa de la persecución o del temor fundado a 
sufrirla. Esto debe admitir de un lado la interpretación del elemento 
que cause vulnerabilidad o discriminación también como motivo 
político, siempre que no implique que los agentes encargados de 
reconocer el estatuto traten de equiparar estas conductas a las que 
ahora han motivado el reconocimiento. 

2) � en relación con el desplazamiento, se deben articular todos los 
mecanismos para evitar toda forma de vulnerabilidad, discrimina-
ción y violencia, así como cualquier posible victimización secun-
daria. El desplazamiento, como la huida y la llegada, está mediada 
por el contexto de origen. Esto significa que en muchas ocasiones 
el desplazamiento condiciona el relato o puede hacer más difícil 
si cabe la posibilidad de crear un relato autorreferencial creíble y 
coherente. Cuando esto ocurra, el país de recepción debe garantizar 
el acceso efectivo a los tribunales de quienes se hayan enfrentado 
a ellas. 

3) � por lo que se refiere a la llegada al país de recepción, cabe atender 
a las posibles especificidades de los desplazamientos motivados 
en las razones de la vulnerabilidad, así como respecto de posibles 
necesidades específicas de acogida. Con este objeto, cabe fomentar 
nuevas normas procedimentales y la especialización y formación 
específica de los agentes implicados en los procesos de determina-
ción del estatuto de refugiado (Kelly, 1993), así como la previsión 
de centros o servicios especializados o sensibilizados en este mismo 
sentido (Merino, 2012). 
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Según cuanto hemos dicho hasta ahora, debido a las características del 
procedimiento de asilo y su exigencia de una narración autorreferenciada, 
en muchas ocasiones los agentes examinan las demandas con criterios o 
estándares occidentales diferentes de lo vivido por los refugiados. Proba-
blemente, el reto esencial sigue siendo articular medidas o herramientas 
jurídicas que permitan partir de las relaciones y estructuras sociales que nos 
conforman y han conformado, e instrumentos que hagan posible identi-
ficar los contextos, las posiciones y los ejes que se cruzan en origen y que 
seguramente habrá condicionado el desplazamiento. 

Lo anterior exigiría una revisión no sólo de la forma de concebir los 
conceptos que nos ocupan, sino de todas las normas que forman el régi-
men de asilo y, por tanto, también de las normas procedimentales y de las 
normas de recepción y acogida. Es fundamental, pues, una revisión con 
una perspectiva que incluya la interseccionalidad como herramienta, y 
que permita adecuar procedimiento y acogida a las identidades resultantes. 
Por ejemplo, preparar los centros de atención y acogida a desplazadas para 
posibles situaciones específicas relevantes en función de dichas variables, 
creando y desarrollando programas de atención para los colectivos porque 
la vulnerabilidad en origen, en tránsito y en destino puede significar difi-
cultades para la protección y también en relación con las instituciones y 
los agentes de destino.

Una práctica o modelo paradigmático que integra una perspectiva 
de género en origen y procedimiento y la mirada interseccional es el 
Modelo “Diferencia, Estigma, Vergüenza y Daño” 11 (en inglés Difference, 
Stigma, Shame y Harm, por cuyo acrónimo es conocido: DSSH). Aunque 
todavía no ha sido integrada por parte la jurisprudencia española, sí ha 
sido admitido y promovido por instancias diversas. Entre ellos, algunos 
abogados de asilo de Reino Unido, Nueva Zelanda, Alemania o los países 
escandinavos, además de haber sido reconocida como una buena práctica 
por parte del ACNUR (Dawson & Gerber, 2017). Este modelo surge y se 
orienta a resolver parte de los problemas que se han sugerido en las páginas 
precedentes al ser una práctica orientada a evitar aproximaciones sexistas, 

11.	 Como su nombre indica, este modelo sugiere que la credibilidad del discurso se valore 
a partir de estos elementos. En particular, que se se exploren cuanto tenga que ver con 
“las percepciones, sentimientos y experiencias de la demandante de asilo por lo que se 
refiera a la diferencia, el estigma y la vergüenza que le cause o provoque el hecho de no 
adherirse a las expectativas de género o heteronormativas” (Dawson & Gerber, 2017: 294). 
Este enfoque permite evitar valoraciones, además de considerar o valorar las distintas 
dimensiones que pueden afectar a sujetos distintos en contextos diferentes o similares 
(Dawson & Gerber, 2017).
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heteronormativas y etnocéntricas. Se trata de un mecanismo específico de 
protección que pretende dar respuesta a las demandas de asilo por parte 
de mujeres no heterosexuales, sin incurrir o causar discriminación por 
razón de género y orientación sexual, ni en interpretaciones ancladas en 
imaginarios occidentales que todavía hoy persisten en el régimen de asilo. 
Con este objeto, promueve una interpretación de las demandas y un enfo-
que de las entrevistas por parte de los agentes de asilo que se concentre 
en la valoración del daño sufrido (centrar el examen en el acto y no ya 
en la identidad) y la persecución (o el temor a sufrirla), con objeto de no 
basar sus decisiones en prejuicios sobre expectativas, roles o estereotipos 
de género que la comunidad social impone (Dawson & Gerber, 2017). Se 
trata de un enfoque que valoraría el carácter externo de los actos persecu-
torios, promovería un relato en el que se evitaría profundizar en aspectos 
íntimos y permitiría a la demandante construir un relato personal o sub-
jetivo en el que se mostraría cómo sus derechos habían sido vulnerados.  
En definitiva, cabe señalar que las condiciones o situaciones de vulne-
rabilidad, sean entendidas como supuestos a tener en cuenta durante la 
calificación del estatuto (a falta siempre de la concurrencia del resto de 
elementos pueden significar un mayor nivel de discriminación), o como 
razones de una protección específica o reforzada en la acogida, todavía no 
se han dotado de un significado claro en este régimen de asilo. Sin embargo, 
recurrir a ellas y dotarles de cierto sentido jurídico afirma la especificidad 
de determinadas situaciones y un punto de partida diferente, tanto respecto 
de las experiencias de vida, como de los posibles procedimientos jurídico-
administrativos y la interacción de estos sujetos con el derecho, al menos 
en este ámbito. También en un sentido colectivo o, incluso, sistémico que 
revierta el significado de la vulnerabilidad (Gil, 2025, p. 83).

Si esto es así, la afectación de las posibles decisiones y modificaciones 
restrictivas del asilo va a ser mayor o va a tener mayor impacto negativo en 
estas personas. Esta es la razón por la que la denominada guerra cultural 
contra la igualdad de género, los derechos de los colectivos LGTIBQ+, y 
especialmente contra las personas trans alcanza al asilo o las leyes migrato-
rias. Recuérdense las numerosas referencias a la otredad de los demandantes 
de asilo y a los migrantes en términos de control o securitarios, cuyos ecos 
resuenan respecto de las identidades trans. Si cruzamos ambas dimensiones, 
veremos que la suspensión de los procedimientos o de la resolución de las 
decisiones de asilo, así como aquellos avances interpretativos habidos aquí, 
puede estar en peligro por cuestiones ajenas al ámbito jurídico con especial 
énfasis contra determinados colectivos. Es necesario, por tanto, reiterar la 
vinculación de la vulnerabilidad con la discriminación y la justificación 
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de una protección reforzada en la acogida, desde un enfoque de derechos 
humanos y de énfasis de la necesidad de la protección que implica el asilo. 
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